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			RETOS JURÍDICOS ACTUALES DEL BINOMIO AGUA-ENERGÍA*
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			Resumen

			El agua y la energía son en la actualidad dos recursos escasos y estratégicos. En constante imbricación, son, además, dos “bienes jurídicos” esenciales, necesitados de una atención prioritaria en los convergentes procesos de transición energética e hídrica. Esta interrelación se manifiesta, de un lado, en la ordenación de las necesidades energéticas dentro de los ciclos del agua y, de otro, en la propia valorización y producción energética a partir del agua. No existe, sin embargo, aún en contextos críticos de descarbonización y consecución de los objetivos de producción de energía renovable y de neutralidad climática, una regulación integrada de ambos elementos, que depende, de un lado, de los avances comunitarios y, de otro, de las escasas innovaciones sectoriales aprobadas internamente en los últimos años.
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			CURRENT LEGAL CHALLENGES OF THE WATER–ENERGY PAIRING

			Abstract

			Water and energy are currently two scarce and strategic resources. Constantly intertwining, they are also two essential “legal assets”, in need of priority attention in the converging processes of energy and water transition. This interrelation is seen, firstly in the management of energy needs within water cycles and, secondly in energy recovery and production from water. However, even in the critical contexts of decarbonisation and achievement of the objectives of renewable energy production and climate neutrality, there is no integrated regulation covering both elements, which depends, on the one hand, on community advances and, on the other, on the few sectoral innovations approved internally in recent years.
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			1 El binomio agua-energía en clave de necesidad y estrategia climáticas

			Aunque su naturaleza es evidentemente diferente, no cabe duda de que el agua y la energía constituyen hoy en día dos recursos esenciales y estratégicos. Esenciales por su necesidad ineludible desde el punto de vista tanto del desarrollo humano (vital) como económico. Y estratégicos por su funcionalidad radical –y existencia asimétrica e irregular– tanto a medio como a largo plazo.

			En otras palabras: el agua es el elemento natural más esencial para la propia existencia –la vida nació en el agua–; y la energía, el recurso (artificial) más relevante para el aseguramiento de su calidad.

			Efectivamente, ni es concebible un futuro sin agua ni es posible que el mismo “funcione” sin energía. No hay vida sin agua –considerada, además, como el petróleo del siglo xxi– ni desarrollo (personal y comunitario) sin energía.

			Pero hoy en día, en un contexto general de crisis –climática, hídrica y ecológica– e incertidumbre, ambos elementos se encuentran, además, en una inextricable conexión.1 Se habla, así, del binomio agua-energía (que podría ampliarse fácilmente al trinomio agua-energía-alimentación –WEF, por sus siglas en inglés–), por ejemplo, Borge-Diez et al. (2022). La relación es milenaria (saltos de agua y molinos, cursos de agua y comunicaciones, máquina de vapor, etc.), pero hoy en día es ineludible y esencial desde la perspectiva transicional hacia nuevos modelos sociales y económicos sostenibles, circulares y resilientes (Molajou et al., 2023). Existe, pues, un claro nexo o vínculo actual entre ambos bienes, cuya bidireccionalidad se acrecienta hoy a la luz de las nuevas y crecientes demandas y necesidades poblacionales, sociales, económicas, geoestratégicas, etc. Su exponencial demanda exigirá una ordenación específica desde la escasez, irregularidad y relativa disponibilidad/asequibilidad en cada territorio; y en su propia interrelación es posible atisbar la misma intensificación de los patrones de consumo: el auge de las fuentes de energía limpia, el interés estratégico y transversal en reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y la obtención de energía a partir de cultivos bioenergéticos, que incrementará, por sí misma, la demanda de agua y la convertirá en un recurso de creciente importancia –y valor– para la producción de energía. Y en sentido contrario, aunque evidentemente no se trata de un recurso disponible ni ampliable por la mano del hombre –al menos desde la perspectiva de los recursos hídricos convencionales–, será necesaria siempre la energía para hacerla llegar al mismo y al conjunto de actividades –productivas o no– dependientes de ella.

			La imbricación entre ambos elementos puede atisbarse, pues, en clave de seguridad y disponibilidad para el desarrollo humano y económico y en clave de operatividad: la energía es necesaria para que el agua esté disponible para el uso y el consumo humano mediante procesos como el bombeo, transporte, tratamiento y desalinización del agua; y, a la vez, prácticamente todas las fuentes de energía necesitan agua en sus procesos de producción (huella hídrica de la energía), un recurso clave para la extracción de materias primeras, la refrigeración de centrales térmicas, los procesos de limpieza, la producción de biocombustibles, etc. (EsAgua, s.f.).

			Por lo demás, la creciente interrelación entre estos tres tipos de recursos ha llevado a defender la necesidad de respuestas regulatorias integradas (Molajou et al., 2023), de tal forma que el nexo entre ellos genere, al final, el menor impacto posible en el entorno y puedan producirse eficiencias en los procesos hídricos, energéticos y productivos (Avila-Castañeda et al., 2023).

			Necesitamos, pues, agua y energía y debemos prever cómo vamos a tener, en el futuro, agua y energía. Se imponen, por tanto, políticas de gestión de la demanda (de agua y de energía) y de mejora general de la eficiencia de los procesos. A la eficiencia y racionalización y al ahorro, en cuanto recursos irregulares y escasos, hay que sumar, además, los condicionamientos derivados del proceso de transición energética hacia una economía climáticamente neutra, lo que seguramente amplificará su recíproca vulnerabilidad. Por eso se ha destacado la necesidad de reconsiderar dicho binomio desde los propios postulados y principios del marco regulatorio actual sobre cambio climático (Conde Antequera, 2022, p. 941).

			Los objetivos, hoy imperativos,2 de descarbonización de la economía, eliminación de las fuentes de energía fósil y adaptación/mitigación del cambio climático no solo han de impactar sobre el modelo energético –causante, junto con el transporte, de la mayor parte de las emisiones–, postulando un cambio disruptivo hacia un modelo autosuficiente, flexible y resiliente de producción, distribución y suministro de energía, sino también sobre los recursos y ecosistemas hídricos, en la doble y complementaria dirección de la afección por las alteraciones climáticas extremas (sequías e inundaciones) y la utilización del agua para la producción de energía eléctrica.

			2 El binomio agua-energía en la doble transición sostenible, hídrica y energética

			Efectivamente, la regulación de este binomio –en interacción recíproca– se enfrenta hoy a una doble transición, energética e hídrica, y ambas en un contexto mayor de condicionamiento ambiental y climático (Helerea et al., 2023).

			Desde hace tiempo, y sobre todo desde la Directiva 2000/60/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas,3 la política de aguas es una política de tutela ambiental del agua. Los objetivos de la misma ya no son solo, aunque también, el aseguramiento de la calidad del agua y la accesibilidad a esta, sino la tutela ambiental integrada de los ecosistemas hídricos y la preservación de la calidad ambiental –buen estado ecológico– del recurso (Delgado Piqueras, 2009). La transición de la política hídrica es, pues, hacia nuevos escenarios de sostenibilidad y calidad de los recursos, en una nueva cultura del agua sustentada en su uso racional, la preservación de los ecosistemas, la accesibilidad democrática al recurso y la participación en la gestión. La conexión entre agua y energía habría de revelarse desde esta óptica a partir de la elección de las alternativas menos perjudiciales para los ecosistemas acuáticos y terrestres asociados.

			Siendo un recurso también escaso, asimétricamente repartido y costoso, los principios de la transición energética no podrían sino converger en parte. Porque nos encontramos en la actualidad, también, en plena transición energética hacia modelos energéticos climáticamente neutros, limpios y basados en la racionalización, el ahorro y el progresivo empoderamiento de los consumidores. En concreto, podríamos entender por transición energética el conjunto de cambios en los modelos de producción, distribución y consumo de la energía para evitar las emisiones de gases de efecto invernadero; tales cambios consisten en sustituir las fuentes de energía fósil por energías renovables y en completar la disponibilidad con la eficiencia, pero asegurando a la vez el suministro final a los consumidores.

			Ambas transiciones son, pues, transiciones ecológicas. Ni el agua ni la energía son, entonces, meros recursos económicos. Son bienes básicos, y el aseguramiento futuro de su disponibilidad y asequibilidad exige, hoy, la adopción de medidas de transición sostenible. Desde las limitaciones impuestas por el objetivo final de neutralidad climática a nivel europeo, se trata, pues, de consolidar políticas hídricas realmente sostenibles y resilientes4 y modelos energéticos limpios basados en la eficiencia y la seguridad del suministro.

			Nos encontramos, pues, ante dos recursos insustituibles y necesarios, regulados hoy en términos de sostenibilidad y racionalización en su uso. La seguridad del suministro se enlaza entonces con la eficiencia en su regulación y con el aseguramiento de su disponibilidad futura (Qureshi, 2021), en escenarios de necesaria descarbonización y electrificación de la economía y de irregularidad en su acceso. 

			Como se ha dicho, el agua y la energía constituyen “un binomio transformador en el proceso de regeneración y resiliencia de nuestra economía”, en cuanto recursos estratégicos relacionados con la vida y con la economía (Navarro Ortega y Arana García, 2022, p. 678). Los modelos de transición en ambos casos buscan, pues, superar los escenarios de crisis, desde patrones de equilibrio entre el aseguramiento de la disponibilidad y acceso al recurso y la tutela ambiental y climática del mismo. La disponibilidad futura de agua y de energía limpia depende, pues, de la adaptación climática (la adaptación reduce la vulnerabilidad), la sustitución definitiva de energías contaminantes y la acomodación final a las capacidades efectivas de carga de los respectivos ecosistemas.

			Estas consideraciones pueden atisbarse hoy, además, en clave sinérgica, por la patente interrelación entre ambos recursos y por la propia condicionalización mutua entre ambos en aras de la obtención de energías limpias y asequibles y la garantía del acceso al agua sin costes energéticos excesivos.

			3 Condicionamiento energético de los ciclos y la producción de agua

			3.1 Ciclo natural y ciclo artificial

			Desde un primer punto de vista cabría atisbar dicha interrelación desde la –obvia– perspectiva de las necesidades energéticas para la disponibilidad y suficiencia de agua (Molinos-Senante et al., 2022).

			De un lado, es evidente que el ciclo natural del agua depende de la propia energía solar, pero interesan aquí, sobre todo, los “costes energéticos” (huella energética)5 del ciclo artificial (urbano) del agua.

			Para hacer llegar el agua dulce al consumidor final, hace falta energía. Seguramente, en las distintas fases del ciclo del agua, la energía es la partida de coste variable más importante. No obstante, en la actualidad, este modelo cíclico o cuasicerrado viene a reducir, de hecho y en gran medida, dichos costes (así como las emisiones vinculadas), de modo que se consigue, en la propia configuración del ciclo urbano del agua, un ahorro de energía considerable gracias a la eficiencia y el autoabastecimiento en algunos casos, y, además, se cuenta con la propia racionalización circular derivada, sobre todo, de los procesos, hoy fomentados, de regeneración y reutilización de las aguas residuales urbanas.

			De hecho, el objetivo no es solo el ahorro de agua a través de un mejor diseño y desarrollo de los ciclos urbanos, sino la propia producción energética en su seno. Prevé así la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de Cambio Climático y Transición Energética (LCCTE) la promoción, para usos propios del ciclo urbano del agua, del aprovechamiento para la generación eléctrica de los propios fluyentes de los sistemas de abastecimiento y saneamiento urbanos, siempre condicionado al cumplimiento de los objetivos de dichos sistemas cuando sea técnica y económicamente viable (art. 7.3). En todo caso, la producción de energía hidroeléctrica a través de las redes de abastecimiento y saneamiento requeriría, como ha recordado el profesor Ezquerra Huerva (2023), tres tipos de exigencias: la necesidad de que los entes locales que decidan producir energía hidroeléctrica en su ciclo urbano del agua cumplimenten las exigencias legales para la iniciativa económica local, la necesidad de instar la modificación de la concesión hidráulica para el abastecimiento, y la necesidad y la posibilidad/imposibilidad de modificación del contrato en caso de que el servicio sea prestado por un tercero.

			Desde este primer punto de vista, pues, la mayor eficiencia en la ordenación de los ciclos urbanos del agua ha de contribuir a un ahorro de energía, desde la propia necesidad general de que también el sector del agua avance en términos de transición energética, digitalización y sostenibilidad.

			3.2 Energía (renovable) para la desalinización del agua

			Una segunda manifestación de esta primera orientación del nexo agua-energía sería la necesidad de energía para la producción de agua desalada.

			Efectivamente, las instalaciones y operaciones de desalación dependen de altos insumos energéticos (así como el transporte posterior del agua desalada), cuya transición sostenible depende de la progresiva electrificación a partir de fuentes renovables de las mismas. De hecho, puede sostenerse que la efectiva integración de la energía renovable con la desalación será uno de los principales retos del sector en los próximos años, dada la posiblemente necesaria consolidación de esta fuente de recursos ante la progresiva escasez de los mismos de naturaleza convencional y la necesidad de su adaptación a los retos derivados de la descarbonización general de la economía.

			Como posibles beneficios de la desalación se han destacado la mayor garantía de suministro de agua, en cuanto diversificación de las fuentes de abastecimiento, especialmente en zonas áridas y semiáridas, caracterizadas por una gran variabilidad de los recursos disponibles –y su mayor presión ante la escasez–, la mayor capacidad de gestión, sobre todo, por las entidades locales sobre las instalaciones y procesos y la posible menor dependencia de factores externos como los desastres naturales u otras amenazas sobre los sistemas hídricos. En cualquier caso, es evidente que, en contextos cada vez más agravados y persistentes de sequía y variabilidad climática extrema, la desalación constituye un claro complemento a la disponibilidad de recursos convencionales.

			En el contexto de la doble transición hídrico-energética, y sobre la base del principio nuclear de seguridad del abastecimiento, la desalación marina presenta, pues, dos grandes ventajas: su mayor versatilidad y gestión, a fin de dar una respuesta rápida a las demandas, y, en general, la generación de menores impactos ambientales y sociales frente a otras alternativas (aumento de la regulación hídrica, trasvases, sobreexplotación de aguas subterráneas, etc.).

			La propia normativa de aguas es consciente de esta necesaria interrelación evolutiva. Las instalaciones de desalación se consideran obras hidráulicas y, según el artículo 122.2 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas6 (TRLA), forman parte inseparable de las mismas “las instalaciones, elementos constructivos o equipos que permitan optimizar la operación y explotación de las obras hidráulicas que se proyecten en el futuro, o que se encuentren en construcción o ya construidas, con la finalidad de obtener una reducción en los costes de operación y explotación, una mayor eficiencia energética, o la producción de energía eléctrica destinada al funcionamiento de las citadas infraestructuras hidráulicas”.7 Se vinculan, pues, estrechamente, como parte “inseparable” de las propias plantas, los elementos de optimización y eficiencia energética, con vistas a la reducción de los propios costes de operación y explotación o la propia producción de energía eléctrica para autoconsumo, lo que ha de conducir al fomento de la utilización, fundamentalmente, de la energía solar para el funcionamiento de las plantas de desalación.

			Al margen de las –también evidentes– afecciones ambientales –territoriales y marítimas–, demandantes de sistemas de necesaria evaluación ambiental previa, parece claro que la sostenibilidad de las tecnologías de desalación, desde la reducción de los costes de la actividad y sus externalidades negativas, pasa por la necesaria evolución hacia plantas con una mínima huella de carbono –gracias a la escalabilidad del uso de energías renovables– y por el desarrollo de tecnologías disruptivas como la ósmosis inversa, de modo que se ahorre energía y se reduzca el consumo de combustibles fósiles y las materias primas necesarias (no solo agua de mar, sino también productos químicos y otros elementos fungibles), desde la valorización y el reaprovechamiento posteriores de la propia salmuera.

			A pesar de todo, conviene insistir en que la necesaria transición hídrica habría de apoyarse, sobre todo, en medidas de racionalización y control de la demanda, sobre todo aquellas relativas al ahorro y la eficiencia en el uso y consumo del recurso, porque la desalación sigue siendo una medida de oferta, de incremento de la disponibilidad de recursos no convencionales. Seguramente, la escasez e irregularidad en la disponibilidad de los mismos, desde las exigencias actuales adicionales de garantía de la calidad y salubridad del agua,8 seguirán imponiendo una combinación entre instrumentos de oferta y demanda, pero la sostenibilidad de los recursos hídricos debe priorizar, lógicamente, los enfoques de gestión de la demanda; evitar, mediante la generación de nuevos recursos, la inducción de nuevas demandas; y garantizar la propia sostenibilidad y resiliencia de los ecosistemas de extracción.

			4 Obtención de energía limpia a partir del agua

			4.1 De los negocios de extracción a los negocios de producción

			Pero es evidente que el mayor potencial del vínculo entre agua y energía reside y residirá, en términos no solo de sostenibilidad, en la posibilidad de obtención de energía limpia a partir del uso de los recursos hídricos. El agua no es ya, sólo, un bien o activo ecosocial por sí misma, sino fuente –renovable– de producción de energía, en la –de nuevo– transición desde los negocios de extracción (de energía fósil o hidrocarburos) hasta los negocios de producción, de modo que se obtenga energía limpia a partir de la utilización, consumo o valorización energética de los recursos hídricos.

			El agua adquiere entonces, desde esta perspectiva, un nuevo y adicional valor, como fuente de vida y como fuente energética. Pero este plusvalor (productividad del agua) habrá de matizarse entonces con base en las garantías de incolumidad del recurso y del aseguramiento de su disponibilidad efectiva (y tendencialmente universal).

			Agua y energía son, desde esta perspectiva, sectores estratégicos de regulación, con la consideración de servicios económicos de interés general, sujetos a formas oligopolísticas de explotación (Navarro Ortega y Arana García, 2022, p. 678), a las reglas de competencia del derecho europeo, pero también a esquemas regulatorios y obligaciones de servicio públicos tendentes, entre otros fines, a la sostenibilidad, disponibilidad y seguridad del suministro. El agua es, de por sí, un bien o recurso escaso, y, por tanto, de necesaria regulación pública para la salvaguarda del interés general subyacente a su utilización; y la energía, un bien de mercado, pero de indudable y evidente interés colectivo.

			Analizamos a continuación el marco regulatorio actual de las diversas posibilidades de producción energética a partir del agua.

			4.2 Energía hidroeléctrica convencional y reversible: el almacenamiento energético como prioridad

			La energía hidroeléctrica es el ejemplo más conocido de aprovechamiento de los cursos y saltos de agua para la producción de energía limpia, en el que, gracias a la simple gravedad, se transforma la energía potencial en energía eléctrica.

			Seguramente, se trata de la energía renovable más antigua, pero también la que más ha evolucionado, en términos de eficiencia, rentabilidad e innovación (se estima que, en la actualidad, las centrales hidroeléctricas realmente convierten un 90 % de la energía del agua en electricidad); hoy en día, en España existen alrededor de 1.350 centrales hidroeléctricas, de las que la mayoría se consideran minicentrales (las de potencia inferior a 10 MW).

			Según Red Eléctrica (2023), el parque de generación con fuentes de energía renovables había ascendido, ya a finales de 2022, a 70.452 MW, lo que supone el su mayor valor máximo histórico y en torno al 42,2 % de la generación total de energía en nuestro país. Y, a su vez, en la estructura de potencia instalada, del 59,2 % de renovables, un 14,4 % correspondía a energía hidráulica (lo que la sitúa, en la actualidad, en tercer lugar tras la eólica y la creciente solar fotovoltaica).

			La energía hidroeléctrica ha pasado de ser, [de hecho,] energía de base a convertirse en una energía “de calidad”, con un papel fundamental por su capacidad de regulación del sistema, gracias a sus muchas ventajas, tales como su reutilización (el agua empleada en el proceso puede volver a utilizarse), duración (las instalaciones tienen una larga vida útil), sostenibilidad (sirven para reducir el empleo de energías fósiles), flexibilidad (por cuanto se puede vincular la producción a los picos de demanda), control de riesgos naturales (los embalses permiten administrar los flujos de regulación del agua), eficiencia (los costes de explotación son contenidos) o su condición de respaldo (para la potenciación de otras renovables de generación intermitente como la solar, la fotovoltaica o la eólica). (Navarro Ortega y Arana García, 2022, p. 678)

			Obviamente, se trata, además, de una energía autóctona, que no depende de la importación de recursos externos (fósiles), por lo que se incide en otro de los vectores del nuevo modelo energético, la suficiencia y el autoabastecimiento con energía propia.

			La sostenibilidad del sistema energético requiere no solo diversificación/suficiencia, ahorro/eficiencia y descarbonización, sino, a la vez, versatilidad y capacidad de regulación de la energía producida. Estas necesidades funcionales son, hoy, la clave de la seguridad y resiliencia del sistema –tanto a nivel europeo como internamente–. Y no todas las energías renovables son, en este sentido, “regulables”. La intermitencia de las mismas hace difícil su integración efectiva en el sistema eléctrico, aparte de incrementar los propios costes de prestación y suministro, a los efectos, además, del cómputo de la consecución de los objetivos de penetración exigida por la ley. Por ello, la fiabilidad y flexibilidad (adaptabilidad a las demandas) de la energía hidroeléctrica, sobre todo la no dependiente de nuevas precipitaciones, la convierte, seguramente, en una de las fuentes energéticas limpias del futuro inmediato. Como bien se ha dicho:

			Si descartamos las fuentes fósiles, por su carácter contaminante y sus aportaciones negativas para el cambio climático, y también otras tipologías de energías venideras [...], la energía hidráulica adquiere en la actualidad un protagonismo esencial para el logro de este objetivo de la integración de las renovables en el SE [sistema eléctrico] y, más allá de ello, el de la descarbonización de la economía. 
(Conde Antequera, 2023, p. 215) 

			Por lo tanto, la energía hidroeléctrica sigue siendo una fuente de energía renovable importante, pero, y dejando al margen sus posibles afecciones ambientales sobre los ecosistemas hídricos de implantación (en su biodiversidad, caudales y dinámicas naturales) (Utrera Caro, 2020), cada vez más dependiente –e intermitente– de las fluctuaciones climáticas y de su repercusión sobre el régimen de caudales, el aumento de temperaturas y la propia disponibilidad de agua en determinadas zonas (es evidente que la producción hidroeléctrica no depende de la potencia instalada, sino de la misma disponibilidad de caudales suficientes).9

			Por ello, y ante una realidad adicional de progresivo vencimiento de las concesiones hidroeléctricas existentes (Bermejo Latre, 2022),10 la tendencia pivotaría sobre el fortalecimiento de los elementos de circularidad de este tipo de centrales, con especial atención, por tanto, a las centrales de bombeo, reversibles y contraembalses,11 sobre todo por su capacidad de regulación de la demanda, almacenamiento y adaptabilidad a las diferentes necesidades y aprovechamiento de los excedentes de producción. Igualmente, y en un escenario climático incierto, el proceso de transición energética quizás aconsejaría la reconversión de parte de las centrales convencionales en infraestructuras de respaldo y almacenamiento energético.12

			De las características y capacidades apuntadas, sin duda, la pieza clave hoy en día en materia de transición energética es el almacenamiento. Es necesario pasar de un sistema energético centralizado y basado en centrales gestionables –aunque dependientes de inputs externos–, con base en materias primas fósiles, a un sistema descentralizado y flexible que permita integrar adecuadamente la provisión de energía a través, únicamente, de tecnologías renovables que en muchos casos son intermitentes y no gestionables (Del Guayo Castiella, 2020). El almacenamiento energético resulta así fundamental desde la perspectiva de la flexibilidad y la seguridad del sistema (Ávila Rodríguez, 2023, p. 216.), en cuanto que, frente a la variabilidad de las otras fuentes de energía renovable (singularmente solar y eólica), la capacidad de almacenamiento (regulación) permite correlacionar o sincronizar las existencias o reservas energéticas con la demanda de electricidad y dotar de seguridad y estabilidad al sistema.13

			Pues bien, como se indica en la exposición de motivos del Real Decreto Ley 8/2023, de 27 de diciembre, por el que se adoptan medidas para afrontar las consecuencias económicas y sociales derivadas de los conflictos en Ucrania y Oriente Próximo, así como para paliar los efectos de la sequía,14 el almacenamiento hidráulico de energía, a través de centrales hidroeléctricas reversibles de bombeo y turbinación entre un depósito inferior y otro superior es ya una tecnología madura y efectiva capaz de ofrecer una adecuada respuesta para acompasar la oferta y la demanda de electricidad (diaria, semanal e incluso estacional), y garantizar la necesaria estabilidad, operatividad y flexibilidad del sistema eléctrico, desde la efectiva integración de las energías renovables y la concepción circular de los recursos hídricos.

			En este sentido se manifiesta ahora el artículo 7 de la LCCTE, relativo precisamente a la generación o producción de energía eléctrica en –y gracias al– dominio público hidráulico. A fin de coadyuvar al cumplimiento integrado de los objetivos de penetración de las energías renovables establecidos imperativamente en dicha ley, y las propias estrategias transversales de almacenamiento energético, se establece que las nuevas concesiones que puedan otorgarse, de acuerdo con lo establecido en la legislación de aguas sobre el dominio público hidráulico, para posibilitar la generación de energía eléctrica tendrán como prioridad el apoyo, contribución o respaldo a la propia integración de las tecnologías renovables en el sistema eléctrico, y se promoverán a tales efectos en particular, aún con una formulación abierta y ambivalente, las centrales hidroeléctricas reversibles, que hemos comentado:

			[...] siempre que cumplan con los objetivos ambientales de las masas de agua y los regímenes de caudales ecológicos fijados en los planes hidrológicos de cuenca y sean compatibles con los derechos otorgados a terceros, con la gestión eficiente del recurso y su protección ambiental. 

			El legislador opta, así, claramente por la energía hidroeléctrica reversible, como fórmula más adecuada no solo de descarbonización, reducción de emisiones y producción renovable, sino de reaprovechamiento y optimización racional de los propios recursos acuáticos utilizados en la producción energética. Se trata, pues, de una manifestación específica del principio general, asumido por la ley, de integración de las energías renovables no gestionables en el sistema,15 con garantía de fiabilidad y suministro a través de la capacidad de regulación de estas centrales, porque las mismas no solo generan energía limpia, sino que son capaces de acumular (almacenar) energía bombeando agua –el mismo recurso– a un embalse superior. En horas o momentos de menor demanda energética, el agua se bombearía desde el embalse inferior al embalse superior, mediante una estación de bombeo, y, así, se regularían de forma eficiente los posibles picos o momentos de mayor demanda de energía. A la propia producción de energía renovable se une, pues, una mayor gestión de la misma –y del propio recurso de origen–, un mayor ahorro de energía y eficiencia productiva y, seguramente, un menor impacto ambiental gracias a la recirculación del agua –no fluyente– entre los embalses. Como dice la propia exposición de motivos de la LCCTE: 

			La tecnología hidráulica no fluyente está llamada a desempeñar un papel fundamental en la integración de energías renovables en el sistema eléctrico, debido a que su rápida respuesta y gestionabilidad permiten maximizar la penetración de las tecnologías, garantizando el suministro en todo momento. Además, en el caso de las centrales reversibles, el beneficio es doble, pues los excedentes que se pueden producir en la generación renovable no gestionable pueden ser absorbidos por estas centrales, minimizando el riesgo de vertido y optimizando el uso de la capacidad de generación disponible.

			Esta reconversión operacional de las centrales hidroeléctricas, exigida por las propias necesidades de integración de las energías renovables y reducción de la dependencia energética externa, puede ayudar a poner en valor numerosos embalses ya existentes en nuestro país –sin necesidad, pues, de construcción de nuevas y costosas infraestructuras de regulación–, desde nuestra propia realidad geográfica, con reducción de los costes de generación y distribución y contribuyendo a la propia asequibilidad energética para los usuarios finales.

			Estos beneficios podrían ser completados incluso a través de proyectos de hibridación entre las centrales reversibles y la autoproducción eléctrica a partir de instalaciones integradas de energía solar-fotovoltaica o eólica, para la generación, en la propia central, de la energía necesaria para el bombeo de agua, en un sistema casi perfecto desde la perspectiva de la eficiencia energética y la circularidad en el ahorro de recursos.

			A pesar de estos potenciales beneficios, estas centrales han de seguir cumpliendo, lógicamente, las exigencias ambientales propias de las mismas, y, en concreto, no solo los objetivos ambientales de la masa de agua correspondiente y el régimen de caudales, sino también las posibles reservas hidrológicas por motivos ambientales, así como los posibles derechos –de aprovechamiento– ya concedidos a terceros y, más genéricamente, las propias exigencias de gestión eficiente del recurso y protección ambiental del mismo y de los ecosistemas y elementos naturales asociados.16 A estos condicionantes podrían añadirse, además, los derivados de la implementación del principio de transición justa –en las zonas de cierre de centrales tradicionales o contaminantes– y, específicamente, el otorgamiento de los nuevos derechos en compensación a las situaciones desfavorables, desde un punto de vista socioeconómico, que conlleve la transición energética y el cierre de centrales térmicas, nucleares o, incluso, hidráulicas con motivo de la extinción de concesiones (Conde Antequera, 2023, p. 219).

			A fin de maximizar la –necesaria– integración de esta energía renovable en el sistema eléctrico, el artículo 7.2 de la LCCTE remite, como en gran parte de su articulado, a la normación reglamentaria para el establecimiento de las condiciones técnicas para llevar a cabo el bombeo, almacenamiento y turbinado en estas centrales hidroeléctricas.

			A la espera de este desarrollo reglamentario, lo cierto es que, en la práctica, las solicitudes concesionales para la puesta en marcha de centrales hidroeléctricas reversibles se venían encontrando con determinados obstáculos jurídicos, fundamentalmente la incompatibilidad con concesiones ya existentes (desde la necesaria conjugación legal con los derechos de terceros) y la necesidad de contar con un plazo concesional más extenso para poder amortizar y rentabilizar la inversión. A estos efectos, el gobierno-legislador acaba de aprobar, dentro de una nueva norma ómnibus de urgencia, el Real Decreto Ley 8/2023, de 27 de diciembre, una importante modificación del TRLA, para incluir un nuevo uso del agua, precisamente el de almacenamiento hidráulico de energía, priorizándolo en el orden de prelación contenido en la misma de acuerdo con las exigencias actuales de fortalecimiento de los objetivos de almacenamiento y de la integración de energías gestionables en el sistema.

			Se modifica, así, el artículo 60 del TRLA, incluyendo, en el tercer nivel del orden de preferencia de usos concesionales del agua, el “almacenamiento hidráulico de energía” (por detrás solo del abastecimiento poblacional y de los regadíos y usos agrarios).

			El nuevo uso no es, por tanto, un uso industrial para la producción de energía eléctrica (cuarto lugar), toda vez que las centrales hidroeléctricas reversibles son realmente consumidoras de energía; por lo que, según la reforma, su finalidad no es incrementar la producción de energía, sino almacenar energía cuando la oferta de electricidad supere a la demanda, para suministrarla –con cierta pérdida de rendimiento– cuando las otras energías no sean capaces de atender la demanda. El argumento, algo forzado, justifica la anteposición en el orden de prelación del TRLA, aunque parece evidente que, para almacenar energía, entendida como actividad diferente (“uso”), es necesario producirla antes. Se ratifica, además, dicha prevalencia al señalarse más adelante: 

			El orden de prioridades que pudiere establecerse específicamente en los Planes Hidrológicos de la demarcación hidrográfica deberá respetar en todo caso la supremacía del uso consignado en el apartado 1.º [...], y la prioridad del uso de almacenamiento hidráulico de energía frente al resto de usos industriales.

			[Por lo demás,] dentro de cada clase, en caso de incompatibilidad de usos, serán [siempre] preferidos aquellos que satisfagan de mejor manera el interés general, aquell[o]s que hayan sido considerados de utilidad pública o de interés social, aquellos que permitan alcanzar en mayor medida los objetivos de la planificación hidrológica y los objetivos de la planificación en materia de transición energética y cambio climático, aquellos que introduzcan mejoras técnicas que redunden en un menor consumo de agua o en el mantenimiento o mejora del estado de las masas de agua. (Art. 60.4 TRLA)

			La urgencia en la asunción de estas modificaciones –y posibilidades de “transmutación jurídica”– se traduce, además, en la propia consideración ex lege de las centrales hidroeléctricas reversibles ya existentes –y con concesión en vigor– en centrales de “uso de almacenamiento hidráulico de energía”, de modo que se posibilita su posible repotenciación (nueva disp. adic. 18.ª TRLA) y se impone la nueva prioridad de usos sobre los propios y recientes planes hidrológicos de demarcación del tercer ciclo de la planificación hidrológica (nueva disp. trans. 11.ª TRLA).

			Obviamente, desde la posición aquí mantenida, de necesaria interrelación del binomio agua-energía (y de efectiva utilización del agua para su producción), y desde la necesaria potenciación interna de las capacidades de almacenamiento energético –se trata en el fondo de anteponer el almacenamiento, es decir, el ahorro y la eficiencia, como fórmulas de gestión, sobre la producción, o incremento de la oferta, en caso de escasez y necesidad de priorización de usos–, la modificación legal llevada a cabo ha de ser calificada como adecuada y oportuna –más allá de su propio anclaje en exigencias europeas superiores–, aunque se trate, de nuevo, de una reforma asistemática y parcial en el plano formal y escasamente justificada en el plano material (no tanto en relación con el nuevo orden de prelación como en la propia conversión automática por ley de concesiones vigentes de una tipología en otra directamente).

			4.3 La gran apuesta por el hidrógeno renovable

			4.3.1 El hidrógeno renovable como el petróleo del siglo xxi

			Existen muchas esperanzas puestas en el hidrógeno verde o renovable. Podría tratarse de la tecnología disruptiva de mayor implantación en las próximas décadas en materia de energías renovables.

			El hidrógeno es, así, el elemento más abundante y ubicuo del universo, pero no es una fuente de energía primaria. Hay que producirlo, precisamente a partir de la electrólisis y la desagregación de las moléculas del agua. Cuando la energía utilizada para su producción es energía renovable, nos encontramos ante el hidrógeno renovable, un vector energético clave, en principio, en materia de transición energética y descarbonización de aquellos sectores difíciles de electrificar. Como vector,17 aporta flexibilidad y regulación al sistema y permite el transporte y almacenamiento –a gran escala– del hidrógeno producido.

			A ello hay que unir la multiplicidad de usos (Leiva López, 2022), la casi nula producción de residuos y emisiones de gases de efecto invernadero, el carácter totalmente renovable del hidrógeno producido, la disminución progresiva de los costes de producción y su contribución, gracias a su obtención a partir del agua –dulce–, a los nuevos enfoques de descentralización, distribución y autoconsumo en áreas geográficas específicas.

			Como se ha dicho:

			El hidrógeno producido mediante electrolisis con electricidad renovable puede desempeñar un papel “nodal” particularmente importante en un sistema energético integrado, pues puede aportar eficiencia en la medida en que puede integrar grandes porcentajes de generación variable de energías renovables, descargando las redes en períodos de abundante oferta y proporcionando almacenamiento a largo plazo para el sistema energético. (Ávila Rodríguez, 2021b, p. 74) 

			Se trata de conjugar, pues, seguridad y regularidad en el abastecimiento con el incremento decidido y efectivo de la contribución de las energías renovables al sistema energético y el aumento de la eficiencia energética.18 Y, para ello, resultan decisivos vectores energéticos como el hidrógeno, que permite almacenarlo para sincronizar reservas con necesidades.19 Frente a la intermitencia de las renovables (utilizadas para su producción), el hidrógeno renovable producido –junto con otros gases renovables– puede gestionarse, de modo que, en el fondo, el almacenamiento se concibe como una nueva fuente energética. Podría convertirse, en definitiva, en la nueva tecnología renovable de respaldo o apoyo al suministro, y la variabilidad en la producción se amortiguaría a través del almacenamiento diario o estacional, desde los necesarios principios de correlación geográfica y temporal exigidos a nivel europeo.

			Y es que, a pesar de todo, no es una energía renovable ilimitada. Al margen de los propios costes de producción, su disponibilidad depende, al final, no solo de que exista agua y energía renovable suficiente –y, si no existe, hay que generarla, en virtud del principio europeo de adicionalidad–, sino de que ambos recursos estén disponibles a la vez y en el mismo lugar. Y ello, en contextos de déficit e irregularidad hídrica y variabilidades climáticas extremas, y de imperativa consecución de los propios objetivos de renovables para 2030 y 2050, exigirá, seguramente, una decidida acción pública de regulación e impulso.

			4.3.2 Marco regulatorio europeo en ciernes

			En cualquier caso es lógico, así, que la Unión Europea haya puesto su atención desde hace tiempo en esta materia, y no solo con vistas a la promoción y estímulo de la cadena de valor del hidrógeno en el escenario actual de transición energética sostenible, descarbonización de la economía y neutralidad de emisiones para 2050, sino con el objetivo nuclear de establecer un auténtico mercado interior del mismo a nivel comunitario.

			Realmente, la proximidad geográfica –y la teórica disponibilidad de la materia prima hídrica– de la producción y su utilización habrían de permitir el desarrollo, en un principio, de redes regionales y locales y de los denominados “valles de hidrógeno”, desde un modelo distribuido de producción/consumo y optimización/ahorro de recursos. Pero, a medio plazo, se aspira –compatibilizando ambas estrategias– a la integración de dichas redes regionales y nacionales en una auténtica infraestructura transnacional de transporte, como soporte del mercado interior del mismo.

			Se busca así optimizar y rentabilizar la propia generación de energías renovables, vinculando las zonas de producción con los centros de demanda más distantes, lo que posibilita una mayor eficiencia y competitividad a través de los ajustes del propio mercado y, a la vez, se presta una especial atención a la protección de los consumidores finales.

			Para ello, es necesario un marco regulador específico, que incentive tanto la oferta como la demanda en los mercados principales, y que equilibre adecuadamente estos factores en concurrencia: mercado abierto vs. capacitación/protección de los consumidores e integración supraestatal vs. producción local distribuida y redes geográficas limitadas.20

			Efectivamente, construir una economía del hidrógeno en Europa (prácticamente desde cero) requiere de un enfoque completo de la cadena de valor. La producción de hidrógeno a partir de fuentes renovables o con bajas emisiones de carbono, el desarrollo de infraestructuras e interconectores para el suministro de hidrógeno –específicos o con readaptación de gaseoductos– y la creación de demanda en el mercado deben llevarse a cabo en paralelo, activando, como se ha dicho, un círculo vicioso de la oferta (aumento de la producción) y la demanda (incremento de las necesidades por sectores), a lo que habrá que unir una reducción de los costes de suministro, mediante la disminución de los costes de las tecnologías de producción y distribución limpias, y la propia asequibilidad –vía economías de escala– de los costes de producción de las energías renovables de base, garantizando, a través del propio mercado, la competitividad –y la opción final verde– con los costes de las tecnologías contaminantes y los combustibles fósiles (Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 8 de julio de 2020, COM/2020/301 final, Una estrategia del hidrógeno para una Europa climáticamente neutra).

			Los dos bloques principales de normas que en la actualidad conforman dicho marco regulatorio –sin perjuicio de previsiones complementarias contenidas en otras normas del ordenamiento energético y climático– son, de un lado, la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a los mercados interiores del gas natural y los gases renovables y del hidrógeno21 y la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a normas comunes para los mercados interiores del gas natural y los gases renovables y del hidrógeno22 y, de otro, dos normas derivadas ya aprobadas y especialmente importantes, el Reglamento Delegado (UE) 2023/1184 de la Comisión, de 10 de febrero de 2023, por el que se completa la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo estableciendo una metodología común de la Unión en la que se definan normas detalladas para la producción de carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico23 y el Reglamento Delegado (UE) 2023/1185 de la Comisión, de 10 de febrero de 2023, que completa la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo estableciendo un umbral mínimo para la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero aplicable a los combustibles de carbono reciclado y especificando una metodología para evaluar la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero derivada de los carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico y de los combustibles de carbono reciclado.24

			El objetivo de las dos primeras propuestas es, como se decía, instaurar un auténtico mercado interior comunitario en materia de hidrógeno renovable (junto con la propia descarbonización progresiva del sector del gas natural), a fin de contribuir, desde la propia competitividad de este nuevo vector energético, a la integración del sistema energético europeo y, con ello, a la seguridad del suministro y a la accesibilidad y asequibilidad de la energía.

			Este libre intercambio transfronterizo exige, de un lado, lógicamente, la infraestructura –física– necesaria para el almacenamiento, transporte y distribución, y, de otro, la propia clasificación –jurídica– común de los diferentes tipos de hidrógeno. Esta clasificación debe determinarse con arreglo a una evaluación independiente y con base científica –alejada del enfoque basado en colores comúnmente utilizado– del ciclo completo de vida de las emisiones de gases de efecto invernadero a lo largo de todo el proceso de producción y transporte del hidrógeno (Ávila Rodríguez, 2021b). Debe garantizarse, así, el mutuo reconocimiento del carácter 100 % renovable de la energía utilizada para su producción, y permitir su libre intercambio en virtud de instrumentos adecuados de certificación. etiquetado y normalización y garantías de origen.

			Este sistema regulado de mercado –con garantía, pues, de separación de actividades, libre acceso no discriminatorio a las infraestructuras y redes, y tarifas reguladas–, que pretende combinar, no obstante, flexibilidad y progresividad (con ciertas excepciones y plazos diferenciados de implementación, a fin de incentivar las inversiones iniciales), debe conjugarse con las necesarias prevenciones en materia de seguridad y calidad y, sobre todo, con la garantía de una adecuada participación –en costes y beneficios– de todas las partes implicadas, con especial atención a las cláusulas de tutela, información y transparencia de los consumidores finales (garantizando la libre elección y cambio de suministrador, la comparación de precios, la digitalización de los trámites, etc.) y a la protección efectiva de los consumidores especialmente vulnerables o en situaciones de pobreza energética.

			Por su parte, el objetivo fundamental del Reglamento Delegado 2023/1184 es establecer la metodología común europea de contabilización del hidrógeno como efectivamente renovable (a los efectos de garantizar un efectivo mercado interno y competitivo del mismo). La electricidad utilizada para producir los combustibles –en cuanto que el ámbito objetivo de dicho reglamento es mayor, por lo que se aplica a los carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico– ha de ser efectivamente renovable, ya sea de producción propia o se obtenga de la red. La posibilidad más sencilla es que la electricidad renovable se obtenga de forma directa, desde una instalación de producción no conectada a la red: en este caso, la electricidad se presume renovable. Si también hay producción propia, pero no conexión física entre el electrolizador y la planta de producción, o la electricidad se obtiene de la red, será necesario, de acuerdo con las previsiones de dicha norma, probar entonces el carácter renovable de la electricidad.

			El Reglamento Delegado 2023/1185 es menos complejo: viene a exigir, fundamentalmente, que la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero derivada del uso de combustibles de carbono reciclado sea a nivel europeo de al menos el 70 % (art. 2).

			4.3.3 Aspectos nucleares de la –deslavazada– regulación interna

			El panorama europeo no es completamente satisfactorio, por el propio retraso en la aprobación del paquete comunitario reseñado –debido a la misma confrontación de intereses entre los Estados– y la consiguiente ausencia de un marco regulatorio completo, específico y adecuado capaz de ofrecer seguridad jurídica a los inversores y armonización regulatoria a los Estados. Internamente, el problema es otro: aunque existen instrumentos programáticos y estratégicos previos,25 la regulación está siendo dispersa y asíncrona, y por ahora se carece de ese deseable esquema regulatorio –de confianza– para el fomento e incentivación de las actividades –no solo de investigación– relacionadas con las infraestructuras de hidrógeno renovable, su utilización e intercambio.

			Se trata, en cualquier caso, de la obvia y necesaria transposición progresiva de las exigencias comunitarias, encabezada hoy en día por la obligatoriedad de fomento público de los gases renovables (art. 12.1 LCCTE).

			Hasta ahora, la regulación de las actividades de obtención, transporte, almacenamiento, distribución y uso del hidrógeno ha partido de su consideración como “sustancia química” y “actividad industrial”, con las consiguientes previsiones, fundamentalmente, de prevención y control de los posibles riesgos de las mismas (dado su carácter de gas inflamable, aunque no tóxico).

			Pero tal enfoque ha devenido en insuficiente por la ampliación y diversificación de los usos del hidrógeno verde, por el reforzado fomento público de la producción y uso y por la propia reconsideración conceptual como vector energético clave en el cumplimiento de los objetivos de descarbonización y de electrificación de la economía (Ávila Rodríguez, 2021b). Nos encontramos, pues, con una regulación insuficiente y excesivamente genérica, con discutibles –y consiguientes– limitaciones en cuanto a las zonas de posible implantación de las plantas de producción (necesariamente en suelos de uso industrial),26 las exigencias –no proporcionales– de evaluación y prevención ambientales y los requisitos de seguridad.

			Tales exigencias se consideran, además, desde la óptica integrada europea, como barreras normativas y regulatorias, por lo que se demanda, a partir del mínimo de uniformización a alcanzar en materia, fundamentalmente, de construcción del mercado, una regulación mucho más flexible, adaptada y que cohoneste seguridad –para la inversión y los consumidores– e impulso –para la producción y el intercambio–.

			En este sentido, y dejando la escasa normativa autonómica aparecida,27 se han aprobado en los últimos años una serie de disposiciones específicas para el fomento del transporte de hidrógeno a través de redes de hidrógeno específicas (RDLey 6/2022, de 29 de marzo, que introduce una nueva disp. adic. 38.ª en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos)28, como actividad declarada además “de interés general”, aunque también es posible la inyección de hidrógeno y su transporte a través de redes ya existentes de gas natural, siempre y cuando resulte técnicamente posible y seguro (art. 54.3 de la citada norma), y para el establecimiento de un sistema de garantías de origen del hidrógeno renovable (RD 376/2022, de 17 de mayo, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa, así como el sistema de garantías de origen de los gases renovables)29, a lo que hay que añadir las propias exigencias genéricas para la disponibilidad de energía renovable (contrato con productor o comercializador o exigencias de proximidad para la instalación de una central eléctrica en régimen de autoconsumo, en función del RD 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones administrativas, técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica),30 los títulos ambientales o urbanísticos exigibles para la instalación de plantas o electrolizadores o para instalaciones de almacenamiento de hidrógeno, la disponibilidad privativa de recursos hídricos suficientes vía concesión de aguas, etc.

			Por lo demás, recientemente también se ha modificado el Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes de transporte y distribución de energía eléctrica,31 a fin de solucionar los problemas atisbados de acumulación de peticiones de acceso a las redes para conectar nuevos consumos, entre ellos la producción de hidrógeno renovable, estableciendo –para garantizar un impulso ordenado de la demanda de electricidad– un procedimiento de concurso en el que se tengan en cuenta criterios de madurez de los proyectos, volumen de inversiones asociadas y contribución a la descarbonización de la demanda energética, entre otros (art. 31 del RDLey 8/2023, de 27 de diciembre).

			4.4 Energía y agua salina

			El 70 % de nuestro planeta es agua, de la cual el 97 % proviene de los mares y océanos. El agua de mar tiene, también, un importante potencial energético, desde cinco grandes enfoques: i) la energía de gradiente térmico, obtenida desde el diferencial de temperaturas del agua marina en una misma zona y según su profundidad; ii) la energía mareomotriz (derivada de las mareas); iii) la energía undimotriz u olamotriz, derivada del aprovechamiento producido por la acción del viento sobre la superficie del mar, que causa las olas; iv) la energía de las corrientes, o energía cinética de los movimientos de agua de las corrientes marinas, y v) la energía de gradiente marino, que vendría a aprovechar la diferencia en la concentración salina de diferentes masas agua (energía azul o energía osmótica) (Asociación Española de Desalación y Reutilización, 2022).

			En este último caso, la eficiencia del sistema radica, sobre todo, en la ausencia de generación de residuos o emisiones, en la alta densidad (aprovechamiento) de la fuente y en la utilización de un sistema de generación eléctrica directamente asociado al proceso de mezclado del agua, sin ningún paso intermedio y sin la necesidad de utilizar combustible alguno o sistemas de conversión (ya sean turbinas o infraestructuras para llevar a cabo las reacciones electroquímicas).

			Junto con estas interacciones, es evidente también el vínculo entre agua y energía derivado de la consideración del mar y su lecho como soporte para la ubicación de instalaciones de producción de energía renovable (eólica marina y paneles solares flotantes). 

			La energía eólica marina –con turbinas fijas o flotantes– aprovecha la fuerza del viento que se produce en alta mar, para generar electricidad; y, teóricamente, su elevado potencial la sitúa como una las fuentes renovables cruciales para permitir alcanzar el objetivo europeo de neutralidad climática en 2050. En España, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico de España (MITECO, 2021) prevé alcanzar los 3 GW de potencia offshore (marina) en 2030, aunque se carece aún de un marco regulador específico y actualizado al respecto,32 que conjugue adecuadamente los estímulos y medidas de fomento con la protección ambiental y socioeconómica necesaria, sobre la base de la zonificación y las exigencias establecidas por los planes de ordenación del espacio marítimo (RD 150/2023, de 28 de febrero, por el que se aprueban los planes de ordenación del espacio marítimo de las cinco demarcaciones marinas españolas).33

			Tampoco existe en la actualidad una regulación específica para la instalación de plantas solares en el mar, aunque sí una propuesta normativa de real decreto por el que se establece el régimen de instalación de plantas fotovoltaicas flotantes en el dominio público hidráulico.

			4.5 Obtención de biogás a partir de la regeneración del agua

			Desde el sector del agua, el proceso de descarbonización debe apoyarse no solo en medidas de mejora de la eficiencia energética, el ahorro y la producción/obtención de energías renovables, como hemos visto, sino también en los propios procesos de captura y utilización del CO2, por ejemplo, el presente en el biogás.

			El biogás es un gas renovable derivado de desechos o residuos orgánicos, así como de los residuos resultantes de las aguas residuales (lodos de depuradora). En función de su –ya actual– amplia capacidad de producción, y sus limitados costes, se trata de una fuente renovable asequible y eficiente, susceptible de utilizarse en distintos sectores económicos y ámbitos, pero especialmente en la movilidad y en la generación eléctrica o en sistemas de calor o energía.

			En principio, el biogás, como cualquier otro gas obtenido de la biomasa, es considerado en nuestra normativa un gas combustible manufacturado o sintético, al que se le aplica, además, la normativa sectorial sobre gas natural, siempre y cuando resulte técnicamente posible y seguro inyectar tales gases (renovables) en la red de gas natural y transportarlos por ella. Pero, además, el biogás procedente específicamente de la depuración de aguas residuales se encuentra expresamente considerado como energía renovable en la Directiva (UE) 2018/2001, de 11 de diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables,34 pudiéndose utilizar para la producción de energía eléctrica mediante procesos de cogeneración, para la producción de calor que puede favorecer el propio proceso de biodigestión o para su introducción en la red gasista, entre otros fines.

			Una vez más, y como conclusión, la producción de biogás a partir de aguas residuales pone claramente de manifiesto la íntima imbricación actual entre el agua y la energía, un binomio de “bienes jurídicos”, como decíamos, en interacción recíproca y en constante avance, aunque aún carente de respuestas regulatorias y normativas –de fundamentación y estímulo– de naturaleza integrada.
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					1  Por ejemplo, Hardy et al. (2012): “It appears that the water-energy nexus must be managed as a complex issue and that energy efficiency becomes especially important with regard to water use and water management”.

				

				
					2  Los objetivos de reducción de emisiones, penetración de energías renovables y potenciación de la eficiencia energética, tanto para 2030 como para 2050, están contenidos en el artículo 3 de la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de Cambio Climático y Transición Energética. (BOE, núm. 121, 21.05.2021, pp. 62009 a 62052) (LCCTE).

				

				
					3  Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas. (DOUE L, núm. 327, 22.12.2000, pp. 1-73).

				

				
					4  Sobre la íntima conexión entre la adaptación al cambio climático y la gestión del agua puede verse, por ejemplo, Keessen y Van Rijswick (2012). 

				

				
					5  Como se sabe, la huella energética se puede entender como la cantidad total de energía que ha sido necesaria para poder generar o producir un bien o un uso determinado. Los distintos usos del agua tienen una huella energética asociada a su obtención/captación, transporte, tratamiento y utilización, huella que es necesario reducir en el marco de la transición energética, también desde la interrelación entre el uso de los recursos hídricos y la racionalización del consumo de energía –o la utilización de energías renovables– (Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía, 2018). 

				

				
					6  Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas. (BOE, núm. 176, 24.07.2001, pp. 26791 a 26817).

				

				
					7  Apartado añadido por la disposición final 6.3 del Real Decreto Ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania. (BOE, núm. 76, 30.03.2022, pp. 41386-41545).

				

				
					8  Real Decreto 3/2023, de 10 de enero, por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios de la calidad del agua de consumo, su control y suministro (BOE, núm. 9, 11.01.2023, pp. 4253-4354), en transposición de la Directiva (UE) 2020/2184 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2020, relativa a la calidad de las aguas destinadas al consumo humano (DOUE L, núm. 435, 23.12.2020, pp. 1-60), que tiene por objeto proteger la salud de las personas de los efectos adversos derivados de cualquier tipo de contaminación de las aguas de consumo, garantizar su salubridad y limpieza y mejorar el acceso a las aguas de consumo.

				

				
					9  En este sentido, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico (MITECO, 2020), en el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030 (PNIEC), rebaja a un 15 %, para 2030, el porcentaje actual del 17 % de representatividad media de la producción hidroeléctrica en el total de la producción de energía renovable en nuestro país. 

				

				
					10  Como, además, apunta el autor, la situación transitoria al respecto es especialmente delicada en estos momentos, pues de su adecuada comprensión y su buena gestión depende el éxito de las reversiones correspondientes, con desafíos tanto de naturaleza económica (reducción de la producción y posible y correlativo aumento de los precios de la energía, caída de ingresos fiscales, especialmente para los municipios afectados, etc.) como industrial, social, ambiental y propiamente jurídica.

				

				
					11  Se ha señalado que existen, así, tres grandes tipos de centrales hidroeléctricas: las centrales de agua fluyente, las centrales de embalse o de regulación y las centrales de bombeo o reversibles (Rodríguez-Arana Muñoz y Fernández-Espinar López, 2022, p. 138). 

				

				
					12  De hecho, el PNIEC (MITECO, 2020) apuesta claramente por garantizar la inversión en las instalaciones existentes y prorrogar su actividad de producción incluso tras el vencimiento de las concesiones existentes. 

				

				
					13  El propio PNIEC contempla el almacenamiento de energía como una de las claves de la transición energética, y así lo confirma la Estrategia de Almacenamiento Energético aprobada en nuestro país en 2021. 

				

				
					14  Real Decreto Ley 8/2023, de 27 de diciembre, por el que se adoptan medidas para afrontar las consecuencias económicas y sociales derivadas de los conflictos en Ucrania y Oriente Próximo, así como para paliar los efectos de la sequía. (BOE, núm. 310, 28.12.2023, pp. 172622-172770).

				

				
					15  La integración requiere, en todo caso, que las infraestructuras y tecnologías de producción energética, como tipología específica de aprovechamiento hídrico, cumplan con los propios requisitos que establece la legislación energética (fundamentalmente en materia de energía eléctrica) para dicha integración en el sistema eléctrico; de modo que se plantea tanto la necesidad de adaptación de redes y la renovación tecnológica en los proyectos de generación eléctrica existentes como el desarrollo de nuevas instalaciones de generación eléctrica renovable con este objetivo, Conde Antequera (2022, p. 950; 2023, pp. 212-214).

				

				
					16  Al respecto resulta de imprescindible consulta el estudio de Conde Antequera (2023). Como bien concluye el autor:

					No podemos interpretar la cláusula “sin perjuicio de terceros” en un sentido estricto tal que deje sin sentido la previsión del art. 7.1 LCCTE. Esta ley, por lo tanto, impone a la Administración hidráulica una labor de revisión del alcance de los derechos preexistentes a los nuevos títulos que pretenda otorgar para la implantación de las CHR [centrales hidroeléctricas reversibles] que permitan o colaboren en el logro de los objetivos energéticos y de lucha contra el cambio climático y ajustar dichos derechos y las nuevas concesiones al principio de explotación racional de los recursos hídricos, de conformidad con el planeamiento hidrológico, mediante su compatibilización con la aplicación de las herramientas de que la ha dotado la normativa sobre aguas y dominio público hidráulico.

				

				
					17  Como claramente expone Ávila Rodríguez (2021a):

					Como vector energético –como la electricidad– hay que entender que es un producto que requiere de una aportación de energía para ser obtenido y que cuenta con la particularidad de ser capaz de almacenar energía para, posteriormente, ser liberada de forma gradual cuando sea requerida. 

				

				
					18  Como indica Leiva López (2022), de las propuestas regulatorias iniciales centradas en la idea de la utilización de la energía renovable sobrante para la producción de hidrógeno renovable, aprovechando pues los excedentes desde enfoques basados en la economía circular, se ha pasado a la propia necesidad de incrementar la producción de renovables para la obtención de hidrógeno, sin detraer usos o vinculaciones de las mismas asumidos con anterioridad. En todo caso, y como concluye Leiva López (2022, p. 23), es evidente que el “hidrógeno renovable ha de reportar importantes beneficios en términos de operación, estabilidad y equilibrio de la red”.

				

				
					19  En su gran mayoría, y como se sabe, las energías renovables tienen una producción intermitente, susceptible de verse afectada, además, por la creciente variabilidad climática, lo que afecta a su rendimiento. Y a esta falta de fiabilidad y seguridad hay que unir su complicada gestión, en cuanto que a veces hay insuficiente energía renovable para satisfacer la demanda y en ocasiones se producirá demasiada, sin posibilidad de almacenamiento para usos posteriores. Esta complicación se hará aún mayor conforme aumente el porcentaje de energía renovable integrada en el sistema eléctrico, lo que podría amortiguarse con un sistema de almacenamiento a gran escala basado en baterías y en hidrógeno renovable (Ramírez Sánchez-Maroto, 2021). 

				

				
					20  Se aspira a que, desde 2025 hasta 2030, el hidrógeno renovable se convierta en una parte “intrínseca” de un sistema energético integrado europeo, con el objetivo estratégico de instalar al menos 40 GW de electrolizadores de hidrógeno renovable a más tardar en 2030 y de producir hasta 10 millones de toneladas de hidrógeno renovable en la UE (Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 8 de julio de 2020, COM/2020/301 final, Una estrategia del hidrógeno para una Europa climáticamente neutra). 

				

				
					21  Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a los mercados interiores del gas natural y los gases renovables y del hidrógeno, de 15 de diciembre de 2021, COM/2021/804 final.

				

				
					22  Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a normas comunes para los mercados interiores del gas natural y los gases renovables y del hidrógeno, 15 de diciembre de 2021, COM/2021/803 final.

				

				
					23  Reglamento Delegado (UE) 2023/1184 de la Comisión, de 10 de febrero de 2023, por el que se completa la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo estableciendo una metodología común de la Unión en la que se definan normas detalladas para la producción de carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico. (DOUE L, núm. 157, 20.6.2023, pp. 11-19).

				

				
					24  Reglamento Delegado (UE) 2023/1185 de la Comisión, de 10 de febrero de 2023, que completa la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo estableciendo un umbral mínimo para la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero aplicable a los combustibles de carbono reciclado y especificando una metodología para evaluar la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero derivada de los carburantes líquidos y gaseosos renovables de origen no biológico y de los combustibles de carbono reciclado. (DOUE L, núm. 157, 20.6.2023, pp. 20-33).

				

				
					25  Sobre los mismos y los instrumentos regulatorios previstos puede verse, por ejemplo, Del Guayo Castiella (2021).
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					27  Y algún proyecto normativo de regulación integral decaído, como la Proposición de Ley del Hidrógeno. Presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso. (Boletín Oficial de las Cortes Generales-Congreso de los Diputados, núm. 175-1, 26.07.2021, pp. 1-22). 

				

				
					28  Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos. (BOE, núm. 241, 08.10.1998, pp. 33517-33549).

				

				
					29  Real Decreto 376/2022, de 17 de mayo, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad y de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, biolíquidos y combustibles de biomasa, así como el sistema de garantías de origen de los gases renovables. (BOE, núm. 118, 18.05.2022, pp. 68400-68507).

				

				
					30  Real Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones administrativas, técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica. (BOE, núm. 83, 06.04.2019, pp. 35674-35719).

				

				
					31  Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, de acceso y conexión a las redes de transporte y distribución de energía eléctrica. (BOE, núm. 340, 30.12.2020, pp. 124893-124931).

				

				
					32  En principio sigue en vigor el Real Decreto 1028/2007, de 20 de julio, por el que se establece el procedimiento administrativo para la tramitación de las solicitudes de autorización de instalaciones de generación eléctrica en el mar territorial (BOE, núm. 183, 01.08.2007, pp. 33171-33179), aunque realmente existe una paralización legal de las mismas, en virtud del Real Decreto Ley 12/2021, de 24 de junio, por el que se adoptan medidas urgentes en el ámbito de la fiscalidad energética y en materia de generación de energía, y sobre gestión del canon de regulación y de la tarifa de utilización del agua (BOE, núm. 151, 25.06.2021, pp. 76274-76289). Sobre la tecnología y la situación regulatoria actuales de la energía eólica marina, puede verse Leiva López (2023). Sobre las insuficiencias de la regulación contenida en el Real Decreto 1028/2007, de 20 de julio, puede verse Soro Mateo (2011).

				

				
					33  Real Decreto 150/2023, de 28 de febrero, por el que se aprueban los planes de ordenación del espacio marítimo de las cinco demarcaciones marinas españolas. (BOE, núm. 54, 04.03.2023, pp. 32350-32578).

				

				
					34  Directiva (UE) 2018/2001, de 11 de diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables. (DOUE L, núm.328, 21.12.2018, pp. 82-209).
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RETOS JURIDICOS ACTUALES DEL BINOMIO AGUA-ENERGIA’

Lorenzo Mellado Ruiz™

Resumen

El agua y la energia son en la actualidad dos recursos escasos y estratégicos. En constante imbricacion, son, ademas,
dos “bienes juridicos™ esenciales, necesitados de una atencion prioritaria en los convergentes procesos de transicion
energética e hidrica. Esta interrelacion se manifiesta, de un lado, en la ordenacion de las necesidades energéticas dentro de
los ciclos del agua y, de otro, en la propia valorizacién y produccion energética a partir del agua. No existe, sin embargo,
aun en contextos criticos de descarbonizacion y consecucion de los objetivos de produccion de energia renovable y de
neutralidad climatica, una regulacion integrada de ambos elementos, que depende, de un lado, de los avances comunitarios
. de otro, de las escasas innovaciones sectoriales aprobadas internamente en los tiltimos afios.

Palabras clave: transicion energética; transicion hidrica; cambio climatico; valorizacion energética del agua; hidrogeno
renovable: agua energia.

CURRENT LEGAL CHALLENGES OF THE WATER-ENERGY PAIRING
Abstract

Water and energy are currently two scarce and strategic resources. Constantly intertwining, they are also two essential
“legal assets”, in need of priority attention in the converging processes of energy and water transition. This interrelation
is seen, firstly in the management of energy needs within water cvcles and, secondly in energy recovery and production
from water: However; even in the critical contexts of decarbonisation and achievement of the objectives of renewable
energy production and climate neutrality, there is no integrated regulation covering both elements, which depends, on the
one hand, on community advances and, on the other; on the few sectoral innovations approved internaily in recent years.

Kevwords. energy transition; water transition; climate change, energy value of watel
energy.

; renewable hvdrogen; water;

* Trabajo realizado en el marco del Proyecto PID2021-124031NB-C41. Retos juridicos para un sistema energético 100 % renovable/
Legal challenges for a 100 % renewable energy system. dentro del proyecto coordinado Marco juridico de la descarbonizacion/Legal
framework of decarbonization (MACODESCARB). financiado por el Ministerio de Ciencia e Innovacién y con fondos FEDER.
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